PÁGINA  
1

Ambigüedades en la redacción jurídica
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República Argentina
Nuestra tarea es la corrección y, dentro de esta disciplina, nos desempeñamos como correctores de textos jurídicos. Trataremos, entonces, de esbozar las principales características de estos escritos, las dificultades que se nos presentan, por lo general, en nuestra labor diaria y las posibles soluciones.

Sin embargo, antes de dirigir la atención hacia nuestra tarea, señalaremos uno de los principales problemas que deben enfrentar quienes trabajan con la disciplina jurídica: el de interpretar, correctamente y sin equívocos, la idea que se ha querido transmitir en el texto legal. Por lo tanto, no nos referiremos a continuación a nuestra actividad, sino a la de los juristas.

El Derecho y la interpretación jurídica

La letra de la ley debería ser clara, diáfana, precisa y ajustada. No obstante, en algunos casos, la ambigüedad de los textos jurídicos ha dado lugar al desarrollo de importantes teorías de interpretación. Así, una tendencia interpretativa centra su interés en la intención que tuvo quien formuló el enunciado (interpretación subjetiva), y otra teoría acentúa su interés en lo que efectivamente dijo el legislador, según lo que significan, en el lenguaje del hombre común, las palabras (interpretación objetiva).

Para ilustrarnos con algún caso de imprecisión en nuestro Derecho, acudimos al ejemplo que el profesor Carlos Nino presenta en su obra La ciencia del Derecho y la interpretación jurídica. Este autor cita el art. 179, segunda parte, del Código Penal, que establece:

Será reprimido con […], el que durante el curso de un proceso o después de una sentencia condenatoria, maliciosamente destruyere, inutilizare, dañare, ocultare o hiciere desaparecer bienes de su patrimonio o fraudulentamente disminuyere su valor, y de esta manera frustrare, en todo o en parte, el cumplimiento de las correspondientes obligaciones civiles
.

Apenas fue sancionada esta norma, los juristas advirtieron que no se había previsto de manera explícita el caso más frecuente con que los deudores suelen defraudar a sus acreedores: la venta de los bienes. Para solucionar este verdadero problema legal, parte de la doctrina propuso que se aprovechara cierta ambigüedad semántica de la expresión hacer desaparecer, que, en determinados contextos jurídicos, denota también la enajenación de bienes. Sin embargo, se ha sostenido, con fundamento, que esta expresión no es de uso general en el ámbito jurídico y solo se limita a un uso coloquial de los abogados y martilleros (Nino lo califica de «lunfardo»). Se apunta que la solución, tal vez, surja si se advierte que el artículo tiene una ambigüedad sintáctica en la frase o fraudulentamente disminuyere su valor. ¿Cómo debe interpretarse esta frase? Puede entenderse que se trata del valor de los bienes, pero también da lugar a otra interpretación: que se refiere al valor del patrimonio en su conjunto. En este último caso, la venta de bienes estaría comprendida en la figura, y se solucionaría la falta de previsión del legislador y la falta de claridad y precisión de quien tuvo la tarea de redacción.

Imprecisión y vaguedad en el lenguaje jurídico

Carlos Nino expresa que una oración puede ser vaga a causa de la imprecisión del significado de las palabras que la constituyen. Señala que existen términos respecto de los cuales no es posible dar una lista acabada de propiedades suficientes para su uso, puesto que siempre quedará abierta la posibilidad de aparición de nuevas características, no consideradas en el momento de su designación, que autoricen, en el futuro, el empleo de la palabra. Al respecto dice:

Según Genaro Carrió, el adjetivo arbitraria que la Corte Suprema emplea para censurar algunas sentencias judiciales constituye un caso de esta especie de vaguedad, puesto que, además de las situaciones centrales en que aquel calificativo es usado por la Corte, queda abierta la puerta para la aparición de nuevas circunstancias de momento imprevisibles pero ante las cuales podría resultar apropiado calificar de arbitraria una sentencia. […]. Probablemente adolezcan de este mismo modo de vaguedad algunas expresiones que denotan estados psicológicos, como neurótico, intención, etcétera
.

Siguiendo esa idea, acotamos que en la actualidad, pueden resultar vagos, sobre todo en el Río de la Plata, algunos términos del ámbito de la psicología, muy usados en la jerga jurídica, como fóbico, paranoico, etcétera, por el alcance social que estos términos poseen y por su aplicación abusiva en el vocabulario ciudadano y en el ámbito dialectal.

Dado que estos problemas abundan, la tarea del corrector debe ser minuciosa, detallista y extremadamente cuidadosa respecto del preciso significado de la palabra en ese campo léxico. Cuando se advierte ambigüedad, debe resolverse sin alterar el concepto expresado por el autor.

Nuestra tarea

Con lo que hemos desarrollado en este tema, no queremos expresar que el corrector tiene que ser jurista, tampoco coautor de la obra, pero sí tiene la responsabilidad de resolver todas las dificultades que se presentan en el texto.

Ahora bien, si una de las notas características de la redacción jurídica es la ambigüedad, hacia allí deberíamos dirigir nuestro esfuerzo. En principio, no parece una tarea complicada quitar las imprecisiones de un texto. Con vistas a lograr ese objetivo, nos detendremos a observar si la imprecisión surge del significado de alguna palabra, de un sintagma, de la naturaleza del verbo, de la ausencia de un término necesario e imprescindible, del uso erróneo de una preposición, etcétera. Identificado el problema, la solución parece muy próxima. Además, si el corrector se vale de buenos diccionarios especializados, seguramente podrá darle precisión y claridad a ese texto que, al mismo tiempo, debe permanecer igual en su sustancia conceptual.

Planteada así la situación, veremos un ejemplo de prosa jurídica sobre el cual tuvimos oportunidad de trabajar. Elegimos tan solo una línea. El texto decía: «… la mujer fecundada con el esperma del marido premuerto congelado». Por supuesto, lo primero que hicimos fue acercar el adjetivo congelado al sustantivo correspondiente, ya bastante desgracia presentaba la lectura para agregar a la condición de premuerto del marido la de congelado. Y luego dirigimos nuestra atención al término premuerto. Sabemos que el DRAE
 registra el verbo premorir, ‘Dicho de una persona: Morir antes que otra’, y también el adjetivo premuerto, ‘Dicho de una persona: Muerta antes que otra’. Además, señala también el ámbito de uso: Derecho. Parece bastante clara la definición y su empleo: en el Derecho, se usará con propiedad al hablar de una persona que muere con anterioridad a otra. Por ejemplo, en un juicio sucesorio, cuando al referirse a los cónyuges fallecidos, se señala a uno de ellos como premoriente respecto del otro. Es la forma que indica el Diccionario de los usos correctos del español, de Olsen y Zorrilla, cuando detalla: el premoriente, la premoriente
. Y exactamente así se debe utilizar el término en el ámbito legal.

Para aclarar aún más el uso del vocablo, recurrimos al Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y Sociales, de Manuel Ossorio. En este, no se registra el término premuerto, pero sí se define premoriencia como muerte anterior de alguien con respecto a otro o a varios más. Agrega, también, que este tema posee enorme trascendencia en materia sucesoria. Asimismo, dirige la atención del lector hacia el neologismo conmoriencia. Leemos su definición:

Muerte simultánea de dos o más personas. Si ellas han perecido en un peligro común, se presume que la muerte ha sido simultánea, salvo probar que fue sucesiva. El tema de si los fallecimientos fueron simultáneos o sucesivos tiene importancia jurídica a efectos de determinar los derechos sucesorios de los respectivos herederos
.

Observamos, en consecuencia, que en estas definiciones más extensas y especializadas, en ningún caso se alude a premoriencia de una persona respecto de otra persona viva.

Considerando lo anterior y con el propósito de establecer, con mayor certeza aún, cuál es el uso correcto del término en el ejemplo ofrecido, agregaremos ahora algún dato histórico sobre la figura jurídica a la cual se alude cuando se mencionan los términos premuerto o premoriente. Con este objetivo, señalamos que ya en el Derecho Romano, cuna de nuestro ordenamiento jurídico, se contemplaba la figura jurídica del premuerto o premoriente. Asimismo, en ese sistema legal, en caso de tener que establecer la premoriencia de una persona respecto de otra, existían, incluso, presunciones basadas en la edad y en otras condiciones que determinaban quién se presumía muerto antes. Advertimos de nuevo que se habla de dos personas muertas (una persona premoriente respecto de otra). Como ya adelantamos, es de suma importancia determinar la premoriencia en materia sucesoria, ya que de ese acto depende muchas veces la posibilidad de establecer legítimamente la línea sucesoria.

Volvamos al ejemplo del cual partimos. En él se habla de un muerto y de su viuda, y de un acto de fecundación con el esperma de aquel. ¿A qué se refiere entonces el término premuerto? ¿Premuerto respecto de su viuda o premuerto respecto del acto de fecundación? En el primer caso, es inadecuado el uso. Lo correcto sería decir «muerto»; fundamentamos esto sobre la base de todas las definiciones citadas y, además, sobre la definición académica del término viudo, -a. Allí, como en el lenguaje del hombre común, se expresa que viudo o viuda es la persona a quien se le ha muerto su cónyuge. En el segundo caso, es incorrecto el uso, ya que hemos advertido que el DRAE es preciso cuando determina: «Dicho de una persona: Morir antes que otra». Por consiguiente, resultaría un yerro manifestar que es premoriente respecto del acto de fecundación. Y si esa fuera la situación que se desea transmitir, la oración debería organizarse con otra estructura; por ejemplo: «la mujer fecundada con el esperma congelado de su marido, luego de la muerte de este».

A pesar de todo lo dicho, en el texto, no pudo sustituirse premuerto por muerto porque no hubo tiempo suficiente para explicaciones de uso respecto del término en análisis. No obstante, cabría preguntarse por qué un autor rechazaría este reemplazo sin una justificación que avalara la decisión de la correctora. Sencillamente, porque en otros contextos jurídicos similares, aunque no idénticos a este, hay cierta legitimación del uso del término premoriente para establecer la relación entre una persona muerta y otra viva. Al respecto, hemos encontrado un ejemplo para leerles: «El cónyuge supérstite es instituido heredero con vinculación del resto de la herencia del premoriente...». Observamos que se menciona a un cónyuge premoriente respecto de otro que está vivo. Sin embargo, advirtamos también que el uso se circunscribe al ámbito de una sucesión. Excede el propósito de este trabajo referirnos a la validez o no de ese uso. Pero si tuviéramos la posibilidad de proponer un término para reemplazar el vocablo premoriente en este último ejemplo, diríamos que el adecuado es causante. Y podríamos fundamentar esta corrección al recordar que con este vocablo se designa a la persona de quien otro deriva su derecho y obligación, o como indica su definición académica: ‘Persona de quien proviene el derecho que alguien tiene’
. Así, además, lo hemos observado en infinidad de escritos en materia sucesoria. No obstante, se registra con frecuencia el uso del término premuerto en contextos similares a los de los ejemplos citados.

Retomemos nuestra idea de trabajo en torno a otras dificultades. Con anterioridad, nos hemos referido a que la prosa jurídica, necesariamente, debe ser clara, casi diáfana y agregamos que, si en verdad existe en ella un fin social, debe ser también comprensible por el hombre común, el ciudadano. Por eso nos preocupa comprobar que los escritos tienen cada vez mayores errores de sintaxis que imposibilitan, muchas veces, lograr la coherencia textual. Presentan ambigüedades que dificultan muchísimo la comprensión del concepto. Sostenemos que todos los textos deben ser claros y coherentes, pero en los escritos jurídicos, una prosa que no reúna estas características debería ser casi inexcusable. Leemos otro ejemplo:

La suposición por parte del autor de la legitimidad de la justificación de la tenencia simple de algunos de los elementos descriptos por el párrafo primero del delito en comentario acarrea el error de tipo sobre uno de los elementos normativos del tipo objetivo, cuyo efecto inmediato será en cualquier supuesto de error la atipicidad por mor de la ausencia de una regulación imprudente de este tipo penal en particular.

Respecto de este párrafo, no nos mueve ningún propósito de burla, sino que, por el contrario, lloraríamos largamente si tomáramos conciencia de que este problema puede presentarse a lo largo de cientos de páginas en una obra. Entonces, la tarea de corrección se dividirá en dos etapas: lectura comprensiva y redacción de la idea.

Para comprender el concepto, debemos precisar el tema: simple tenencia de materiales explosivos, nucleares, etcétera, figura contemplada en el art. 189, del Código Penal. El texto que corregíamos era un comentario respecto de este. Se estudiaba la tenencia simple, y en particular, el autor se refería a una tenencia sin fines delictivos. Por eso, tenemos toda esa primera parte con profusión de modificadores indirectos. La idea que se quería expresar era que, si la persona supone que es legítima la tenencia de algunos de los elementos descriptos en ese artículo, se produce un error de tipo objetivo; es decir, respecto de la conducta tipificada como delito. La conducta es delictiva porque encuadra en el tipo penal, pero quien incurre en ella, en este caso, carece de intención delictiva. Finalmente, sin entrar en otros detalles jurídicos, que no nos interesan, detenemos nuestra atención en la construcción preposicional por mor de la ausencia. Construcción fácilmente reemplazable por la clarísima construcción preposicional por causa de. Claro está que, en este caso, no podemos fundamentar el reemplazo diciendo que es un arcaísmo porque no está así distinguido en el DRAE. Simplemente, establece que es aféresis de amor, y su locución preposicional, por amor de. No obstante, propusimos su reemplazo sobre la base de los usos correctos y frecuentes de nuestro vocabulario y del habla argentina, y con la finalidad de que la prosa sea ágil y fluida. Por otra parte, siempre tendríamos el recurso, no del todo santo, de destacar que, si se desea imprimir a ese texto un tono de otra época y de otras latitudes, no deberían utilizarse, a renglón seguido de mor, vocablos como antijuricidad, en lugar del correctísimo antijuridicidad, o construcciones preposicionales erróneas, como recurrir de esa medida, por recurrir contra esa medida.

Asimismo, hemos advertido algunos neologismos que, al combinarse con ciertos sustantivos de uso extendido en este tipo de prosa, forman construcciones que se repiten peligrosamente. Por ejemplo: condiciones de procedibilidad, para referirse a las condiciones de procedimiento; gestión negocial, en lugar de gestión de negocios; instituciones sediadas en lugar de instituciones que poseen sedes (hemos registrado este uso en el Derecho Aduanero); medida emergencial, por medidas de emergencia; gestión negocial por gestión de negocios; medida de perseguibilidad penal, para hacer referencia a una conducta perseguible penalmente; medida de sustitubilidad por medida de sustitución o medida sustituible, según el contexto; fin prisionizador, por fin que persigue la aplicación de pena de prisión; penatividad domiciliaria, en referencia al cumplimiento de la pena domiciliaria, etcétera.

Consideramos que estas construcciones se han incorporado en los últimos años, y es probable que su uso se extienda. Decimos esto porque, si bien es fácil reemplazar el neologismo por el sintagma correcto, en algunos casos, no es tan sencillo reemplazar la construcción sin hacer un rodeo lingüístico muy extenso. Procedimiento que no presentaría dificultades si se tratara de una oración, pero se vuelve extremadamente dificultoso, casi imposible, a lo largo de muchísimas páginas. También es oportuno señalar que en esto, como en otros temas, deberíamos contar con apoyo editorial.

Queremos agregar que en el Derecho Penal, son de uso extendido las expresiones: principio de lesividad y principio de ofensividad. Con la primera, se alude a la posibilidad de causar un daño o riesgo efectivo al bien jurídico tutelado. Muy cercano a este principio, casi rozando su concepto, se presenta el principio de ofensividad. También a través de esta expresión se hace referencia a la posibilidad o existencia de un resultado dañoso. Ambas expresiones son de uso extendido en la doctrina y jurisprudencia, por lo tanto, suponemos que, a pesar de que muchas veces podrían reemplazarse por construcciones que se ajusten mejor a nuestro idioma, pueden considerarse tecnicismos.

Respecto del reemplazo de las construcciones formadas con neologismos o de su permanencia en los textos, no tenemos soluciones consensuadas o pautadas entre los correctores, por lo menos, no las conocemos. Cada corrector resolverá en el texto de acuerdo con la mayor o menor libertad que le otorgue la empresa editorial. De todas maneras, nos atrevemos a afirmar que estos usos están muy extendidos y gozan de cierta credibilidad.

En torno a este tema, nos parece adecuado recordar lo expresado por Ricardo Guibourg Alejandro M. Ghigliani y Ricardo V. Guarinoni en la obra Introducción al conocimiento jurídico, cuando al hablar del lenguaje, dicen:

El lenguaje es la herramienta de la ciencia y, en el caso del Derecho, integra también, su objeto. Es provechoso, pues, que tomemos conciencia de las limitaciones del instrumento que usamos, de modo que sepamos manejarlo eficazmente y, sobre todo, no nos dejemos manejar por él. Allí donde la ambigüedad y la vaguedad se conviertan en escollos para el grado de precisión que un conocimiento especializado requiere, se hace necesario introducir vocablos o expresiones cuya agudeza semántica se asemeje más al filo del bisturí que al del hacha. Las palabras que usemos pueden ser totalmente nuevas, o bien, algunas de las antiguas convenientemente afiladas. Tanto la introducción de un nuevo vocablo como el afilado de uno ya conocido, requieren un procedimiento intelectual de la mayor importancia: la definición
.

Entre otras dificultades de la prosa jurídica advertidas en los últimos tiempos, encontramos las siguientes estructuras: «La solicitud se presentará por parte interesada» en lugar de «La solicitud será presentada por la parte interesada» o «La parte interesada presentará la solicitud». «Esta audiencia se convocará por el Tribunal dentro de los quince días de la contestación de la demanda fiscal por la defensa» en lugar de «Esta audiencia será convocada por el Tribunal dentro de los quince días posteriores a la contestación que realice la defensa respecto de la demanda fiscal», o «El Tribunal convocará a una audiencia…».

Estos problemas acaso sean el resultado de la decadencia del uso del idioma o la consecuencia de la desidia en la expresión oral y escrita, aun en ámbitos universitarios.

Sin embargo, observamos otros textos en los cuales se trasunta la intención de esmerarse en la prosa y, entonces, se recurre a determinados arcaísmos, que por su sola condición deberían evitarse. Según nuestro criterio, son innecesarios y vuelven oscuro y pesado el texto. Leemos, por ejemplo: «Se paró mientes en este tema», en lugar de «Se consideró con mucha atención este tema», o bien, «Se recapacitó sobre este tema». Recordamos que miente es una forma anticuada, cuyo significado es ‘pensamiento’ o ‘facultad de pensar’. Y la expresión parar o poner mientes en algo es considerar algo con esmerado cuidado, prestarle suma atención, recapacitar sobre ello. En consecuencia, a pesar de procurar una prosa elegante, tampoco es posible lograrla si se acude a vocablos que no hacen más que desorientar al lector.

Un comentario aparte merece el término télesis, que nos llevó buen tiempo de búsquedas, de lecturas y cierto desasosiego, ya que no resultó sencillo encontrar su definición. Este término no tiene registro académico ni lo incluyen los diccionarios especializados en las ciencias jurídicas. No obstante, inferíamos del texto que posiblemente se relacionara con el concepto de fin y con el término griego telos. La frase expresaba: «La télesis que persigue la norma». Esperanzados, recurrimos al Diccionario de Filosofía, de Ferrater Mora
. Si bien este no registra el término, informa que la palabra teleología designa la parte de la filosofía natural que explica los fines de las cosas, a diferencia de la parte de la filosofía natural que se ocupa de las causas de las cosas. El tratamiento del tema en esta definición es extenso, profundo y erudito. No obstante, como no registra el término télesis, nos quedaba el último recurso: preguntarle el significado al autor de la frase. Tampoco él tenía muy claro el concepto, pero efectivamente, el sentido era ese. El reemplazo fue: «La finalidad que persigue la norma».
Digamos, para nuestro descargo, que los correctores no somos lingüistas. Quizá por eso, conscientes de nuestras limitaciones, nos aferramos a los términos registrados académicamente, confirmamos información en los diccionarios de uso y tratamos de que nuestro criterio tenga el aval académico o, por lo menos, de un estudioso del idioma. Es decir, no nos sentimos capacitados para suprimir un término si no tenemos una buena justificación para ello, pero tampoco nos sentimos autorizados para incluirlo cuando no lo conocemos en forma cabal.

Respecto de la actitud que asumen los autores de los textos en cuanto a la corrección, diremos que hay quienes solicitan un trabajo esmerado. Se nota cierta preocupación ante un lenguaje maltratado, doliente, un lenguaje que es resultado de la premura excesiva, casi cercano a la devastación. En estos casos, es posible que, con toda franqueza, pidan que la persona que corrija lo haga con libertad. Nos parece que el gesto los enaltece, por la sinceridad, no porque consideremos que la mejor solución sea deslindar responsabilidades profesionales. Quienes deben revisar cada una de las palabras corregidas y tratar de comprender o pedir explicaciones sobre los cambios efectuados deben ser los autores. Y ellos deberían también estar dispuestos a escuchar, con atención, las preguntas formuladas por el corrector, quien es muy posible que las formule porque tema no haber entendido por completo algún pasaje farragoso.

En cuanto a la terminología jurídica, que fue tradicionalmente compleja por una serie de características propias de su origen y de sus fuentes, en la actualidad, adolece, además, de las dificultades que resultan del mal uso del idioma.

Para terminar, nos permitiremos citar palabras de un maestro del Derecho, el jurista Marco Aurelio Risolía, quien al hablar de los pensadores del Iluminismo en una conferencia dictada en 1960, expresaba:

En sus libros se enseña que las leyes son la garantía de la libertad y de la seguridad. En sus libros se enseña también que las leyes han de ser […] breves en su articulado, directas y precisas en su lenguaje; libres de sutilezas maliciosas, de limitaciones y excepciones complicadas, de vaguedades imprudentes; al alcance de la razón vulgar del sentido común; trasunto, en fin, de un pensamiento claro, de una verdad objetiva, de una preocupación superior. Las leyes inútiles […] son como la maleza dañina: roban su fuerza a las necesarias. […]. Como dice Montesquieu, es menester que haya en las leyes cierto candor, cierto brillo de inocencia, cierta nobleza de metal puro, sin aleaciones sospechosas. El destinatario que las recibe debe saberlas abonadas por razones dignas y dirigidas al logro de fines estimables
.
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